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à
La presencia de economías ilegales 

como la minería de enclave extrac-

tivo, el cultivo de coca y actividades 

relacionadas con el procesamiento 

de cocaína está muy relacionada con 

el recrudecimiento de la violencia y 

es factor importante asociado a las 

dinámicas de violencia contra líderes 

sociales en el norte del departamen-

to del Cauca, el bajo Cauca antio-

queño y el municipio de Tumaco.

à
Este documento explora cómo estos 

mercados ilegales están regulados y 

de qué manera los actores armados 

participan de la construcción de ór-

denes sociales locales en estas peri-

ferias rurales.
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1

INTRODUCCIÓN1

El asesinato de líderes y lideresas sociales en Colombia 

es una de las situaciones más preocupantes de la imple-

mentación del Acuerdo de paz firmado en noviembre de 

2016 entre el gobierno nacional durante la presidencia 

de Juan Manuel Santos (2010-2014, 2014-2018) con la 

guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Co-

lombia (Farc), y muestra nuevamente la dificultad de cons-

1 Este documento, parte del proyecto “Violencia y órdenes polí-
ticos locales en el posacuerdo: análisis del asesinato de líderes 
sociales en Colombia”, presenta el primer informe de una serie 
de cuatro capítulos en los que se busca comprender y visibilizar 
las problemáticas asociadas a la violencia y los órdenes políticos 
locales en el marco del posacuerdo en el municipio de Tuma-
co, y en las regiones del norte del departamento del Cauca y 
el bajo Cauca antioqueño. En la segunda entrega se discutirá 
cómo la violencia ejercida en contra de las y los líderes sociales 
se relaciona con la configuración de órdenes sociales locales en 
estas tres regiones, antes y después del Acuerdo de paz, y su 
impacto en la violencia política y social observada en el poscon-
flicto. Posteriormente, en el tercer artículo se explorarán los pa-
trones de participación política (en particular electoral) en estos 
tres casos antes y después del Acuerdo de paz. Por último, en 
el cuarto documento se presentarán algunas recomendaciones 
para fortalecer la construcción de paz y la protección de líderes 
y lideresas sociales en los territorios.

truir paz y garantizar la participación política en todo 

el territorio colombiano. Como lo muestra la gráfica 1, 

entre 2016 y 2018 hubo entre doscientos sesenta y seis-

cientos veintidós asesinatos, cantidad que varía depen-

diendo de la fuente. En lo corrido de este 2020, setenta 

y un líderes han sido asesinados. Esta violencia ni siquiera 

ha disminuido en medio de la cuarentena impuesta 

por el gobierno nacional para contener la covid-19: 

desde el inicio de la cuarentena (el 25 de marzo de 

2020) a mayo se han reportado veinticuatro asesinatos.

Para explicar esta violencia, con frecuencia el gobierno 

nacional y numerosos medios de comunicación masiva 

aducen la existencia de economías ilegales y la presencia 

de grupos armados criminales en los territorios donde 

ocurre. Según esta explicación, el asesinato de líderes so-

ciales es el resultado de luchas por el control de merca-

dos ilegales en regiones con cultivos de uso ilícito, donde 

se procesan drogas (en particular la hoja de coca y cocaí-

na) o hay extracción minera ilegal. Aunque la existencia 

de economías ilegales y actores armados no estatales 

son parte de la explicación, reducir las causas de esta 

Gráfica 1
Asesinato de líderes sociales según diferentes registros, 2016-2018 

Fuente: Albarracín, Milanese, Valencia, 2020.
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violencia a solo la disputa por mercados ilegales lucrati-

vos por parte de grupos armados criminales, desconoce 

cómo en regiones periféricas estos grupos participan de 

la construcción y el sostenimiento de órdenes sociales. 

En regiones tradicionalmente golpeadas por el conflicto, 

los grupos criminales no solo regulan la producción y el 

tráfico de mercancías ilegales. En muchas ocasiones y en 

conjunto con otros actores locales políticos, se constitu-

yen en autoridades que determinan reglas de comporta-

miento e imponen sanciones, es decir, regulan el orden 

social local. Este comportamiento por parte de grupos 

criminales organizados o rebeldes no es nuevo y ha sido 

ampliamente estudiado tanto para el contexto colom-

biano como en otros países2. 

El asesinato de líderes sociales es otro caso más que 

muestra las formas irregulares de gobernanza y orden 

social de la periferia (en este caso, rural). Es por ello que 

iniciamos una investigación que busca caracterizar y ex-

plicar la violencia en contra de líderes y lideresas sociales 

en tres regiones de Colombia: el norte del Cauca, en el 

departamento del Cauca, el bajo Cauca, en el de Antio-

quia, y Tumaco en el departamento de Nariño. 

En nuestro proyecto3 argumentamos que la presencia 

de economías ilegales –como el narcotráfico– o grupos 

criminales, no explica por sí sola la violencia en contra 

de los líderes de movimientos sociales. Mostramos que 

estos grupos no operan en un vacío y que es importante 

entender la naturaleza de los órdenes políticos en los 

municipios donde operan. Élites locales –tanto legales 

como ilegales– participan de la construcción y el soste-

2 Véanse, entre muchos otros, Nicholas Barnes y Juan Alba-
rracín. 2020. Criminal Governance in the Time of COVID-19, 
https://urbanviolence.org/criminal-governance-in-the-ti-
me-of-covid-19/; Enrique Desmond Arias. 2017. Criminal 
Enterprises and Governance in Latin America and the Cari-
bbean. Cambridge University Press. New York; Ana Arjona. 
2016. Rebelocracy: Social Order in the Colombian Civil War. 
Cambridge University Press. New York; y Gustavo Duncan. 
2014. Más que plata o plomo. El poder político del narcotrá-
fico en Colombia y México. Debate. Bogotá.

3 Este proyecto de investigación, adelantado por la Universi-
dad ICESI, cuenta con el apoyo del Instituto Colombo-Ale-
mán para la Paz (CAPAZ) y la Friedrich-Ebert-Stiftung en Co-
lombia (Fescol).

nimiento de órdenes locales, muchas veces autoritarios. 

Cuando hay un orden local estable creado conjunta-

mente por grupos criminales y actores políticos locales, 

los procesos de movilización social efectivos pueden ser 

percibidos como una amenaza (challenger) y son repri-

midos violentamente. Esto ocurre particularmente en 

municipios donde el poder local está concentrado y don-

de existen fuerzas políticas emergentes –por lo general 

asociadas a movimientos sociales o de izquierda– que 

puedan cuestionar el orden local existente. 

En nuestro análisis preliminar cuantitativo, que discuti-

remos a mayor profundidad en la segunda entrega de 

esta investigación, encontramos que el crecimiento en 

los cultivos de coca y el aumento de actividades relacio-

nadas con la minería criminal están asociados a la ocu-

rrencia de asesinatos de líderes sociales. Es decir, sí existe 

una relación entre la existencia de economías ilegales 

(en este caso, el cultivo de coca y la producción de co-

caína) y la violencia en contra de movimientos sociales. 

Sin embargo, encontramos también que características 

de la política local están relacionadas con la violencia 

contra líderes sociales. Municipios en donde hay una 

mayor fragmentación electoral –que tomamos como un 

indicador de una mayor dispersión del poder– exhiben 

una menor probabilidad de observar asesinatos de líde-

res sociales. Por ello insistimos en que la violencia que se 

ejerce hacia las y los líderes sociales debe combinar un 

análisis que permita entender su relación con las diná-

micas asociadas a las rentas ilegales, pero también a la 

configuración de los órdenes políticos locales. 

Este documento presenta el primer informe de una serie 

de cuatro en los que se busca comprender y visibilizar las 

problemáticas asociadas a la violencia y órdenes políticos 

locales en el marco del posacuerdo en las tres regiones 

mencionadas: Tumaco, el norte del Cauca y el bajo Cau-

ca antioqueño. Esta primera parte brinda un panorama 

general sobre los tres casos seleccionados y da cuenta de 

las dinámicas de violencia que se entretejen en estos te-

rritorios. Su objetivo es caracterizar las dinámicas territo-

riales de los tres casos para entender las particularidades 

regionales, los rasgos que comparten las tres regiones y 

algunas de sus dinámicas diferenciales. 
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2

ACERCAMIENTO A LAS TRES DINÁMICAS LOCALES

El municipio de Tumaco y las subregiones del bajo Cauca 

antioqueño (seis municipios) y el norte del Cauca (trece) 

se caracterizan por ser lugares en donde el conflicto ar-

mado ha sido persistente. Estas subregiones comparten 

una serie de problemáticas marcadas por el recrudeci-

miento de la violencia, la presencia de grupos armados 

al margen de la ley, unas dinámicas importantes alrede-

dor de economías ilegales como la minería ilegal de oro 

y el cultivo de coca y la producción, procesamiento y 

distribución de cocaína. 

Aproximadamente desde el inicio de los años sesenta, 

estos territorios, caracterizados por ser sobre todo ru-

rales y estar en posiciones geográficas estratégicas, se 

han visto sumidos en las guerras internas por el control 

territorial. Cabe resaltar que estos espacios son de es-

pecial importancia para los grupos armados, ya que su 

posición territorial permite la conexión de zonas de pro-

ducción con lugares para la intermediación, y también 

la posibilidad de exportación y comercialización en otras 

regiones del país que demandan mercancías distribui-

das para el consumo interno. En este sentido, se pue-

de afirmar que las economías ilegales a gran escala y el 

enfrentamiento entre los grupos armados organizados 

y el Estado han sido determinantes para la generación 

de conflictos internos en estos territorios, en donde han 

quedado miles de víctimas de desplazamiento forzado, 

masacres y asesinatos a líderes y lideresas sociales. 

Este tipo de violencias se han podido identificar en el 

municipio y las regiones estudiadas, en donde el control 

territorial y la concentración de la tierra ha sido uno de 

los mayores problemas para sus pobladores. Sin embar-

go, además de las economías ilegales, las economías le-

gales también desempeñan un papel fundamental, pues 

las grandes compañías mineras, ganaderas y agroindus-

triales y los dueños de grandes extensiones de tierra, han 

constituido monopolios, acompañados históricamente 

por grupos paramilitares. Asimismo, los grupos parami-

litares que se han desmovilizado o han cambiado sus 

estructuras, han mutado en el fenómeno de las Bacrim 

(bandas criminales), que, junto a las disidencias de las 

Farc y guerrillas actualmente activas como el Ejército de 

Liberación Nacional (ELN), mantienen disputas que des-

encadenan grandes oleadas de violencia.

Aunque el municipio de Tumaco (Nariño) y las regiones 

del norte del Cauca (Cauca) y el bajo Cauca (Antioquia), 

pertenecen a departamentos distintos, las dinámicas de 

violencia que se han generado en los veinte municipios 

que componen la zona de estudio comparten algunas 

similitudes. Por ejemplo, además del recrudecimiento de 

la violencia y la presencia de economías ilegales, desde la 

firma del Acuerdo de paz en noviembre de 2016 se dio 

inicio a la implementación tanto de los Programas de de-

sarrollo con enfoque territorial (PDET) como del Programa 

nacional integral de sustitución de cultivos de uso ilícito 

(PNIS). Según la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y Delito (Unodc: United Nations Office on Drugs 

and Crime), durante 2017 el cultivo de coca en Colombia 

alcanzó la extensión más alta jamás registrada: 171.000 

hectáreas. Los departamentos de Antioquia, Putumayo, 

Norte de Santander y Cauca tuvieron el mayor aumen-

to en el área cultivada, con alrededor del 64% (Unodc, 

2017). Sin embargo, a pesar de la apuesta por la paz por 

parte del Estado, y que asuntos como la reforma rural 

integral o los procesos de sustitución voluntaria eran pila-

res del Acuerdo, actualmente encontramos una situación 

muy diferente respecto a lo proyectado en el Acuerdo 

de paz. A ellos se suma que, en los últimos dos años, 

se crearon las Zonas estratégicas de intervención integral 

(ZEII o zonas futuro), que retoman un enfoque militar de 
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acuerdo con la idea de estabilización, para generar de 

nuevo intervenciones en los municipios priorizados para 

la implementación (Colombia Informa, 2020; El Tiempo, 

2016). De esta manera, el gobierno del presidente Iván 

Duque (2018-) retomó un enfoque de intervención mi-

litar, volvió a la erradicación forzada y algunos de estos 

municipios siguen a la espera de ser reparados en mate-

ria de restitución de tierras, acompañamiento policial y 

generación de estrategias que contribuyan a detener el 

asesinato a líderes y lideresas sociales.

A continuación presentamos la caracterización detallada 

de las dos regiones estudiadas, así como la del municipio 

de Tumaco.

2.1 EL NORTE DEL CAUCA

El departamento del Cauca está ubicado en el suroc-

cidente colombiano, entre la región Andina y Pacífica 

(véase el mapa 1), y está conformado por cuarenta y dos 

municipios, divididos en cinco regiones: Centro, Norte, 

Occidente, Oriente y Sur. De acuerdo con el Departamen-

to Nacional de Planeación (DNP, 2018), el Cauca repre-

senta 3% de la población total del país, con 1’464.488 

habitantes, siendo el quinto departamento con mayor 

población concentrada en las zonas rurales, con 751.274 

personas (60,4%), mientras que la zona urbana cuenta 

con 492.229 habitantes (39,6%). En el norte del Cauca 

habita cerca del 29,2% del total de la población del de-

partamento, y la región está conformada por trece muni-

cipios: Buenos Aires, Caldono, Caloto, Corinto, Guache-

né, Jambaló, Miranda, Padilla, Puerto Tejada, Santander 

de Quilichao, Suárez, Toribío y Villa Rica. 

La zona nortecaucana, a pesar de concentrar una gran 

cantidad de población indígena, mestiza y afrodescen-

diente, tiene una distribución étnico-territorial diferen-

ciada. Mientras los territorios indígenas se ubican pre-

dominantemente en las zonas altas, las poblaciones 

mestizas y campesinas están distribuidas en el piede-

monte y la población afrodescendiente, que constituye 

la mayoría, históricamente se ha ubicado en la zona pla-

na y en la parte alta de la vertiente occidental, compar-

tiendo en muchos casos el territorio con las poblaciones 

indígenas. Esta división de las dos subregiones (plana y 

alta) se debe particularmente a la diferenciación en la 

vocación del suelo. Mientras en la parte alta predomina 

la agricultura de pan coger y la minería, en la zona pla-

na se concentran el monocultivo de caña de azúcar y la 

zona industrial. 

Los municipios que se ubican en la parte plana son Puer-

to Tejada, Villa Rica, Guachené y Padilla; los que tienen 

tierras en la zona plana y montañosa son Miranda, Co-

rinto, Caloto, Caldono, Santander de Quilichao, Suárez 

y Buenos Aires. En cambio, Toribío y Jambaló se encuen-

tran en la zona montañosa. 

Para Sánchez (2015), los municipios de la zona plana 

nortecaucana están inmersos en la expansión cañera, lo 

cual ha generado que la población se enfrente a unos 

impactos paradójicos: por un lado, se ha propiciado un 

desarrollo económico que ha posibilitado la ampliación 

de la infraestructura local, la generación de empleo y la 

realización de inversiones, y, por otro, se ha tenido que 

vivir en medio de procesos sistemáticos de destierro y 

acaparamiento de tierras por parte de los ingenios azu-

careros. De esta manera, la transformación histórica del 

norte del Cauca ha decantado procesos de poblamiento 

y construcción territorial; formas y relaciones de produc-

ción; y relaciones interétnicas y formas de dominación, 

despojo y resistencia, cuyos rasgos y particularidades 

han permitido que se consolide como una región, más 

allá de los límites políticos del departamento. 

La región ha sido una en donde han sido persistentes las 

dinámicas de la violencia y el conflicto armado. Una de 

las explicaciones para entender la intensidad de las diná-

micas de la violencia puede tener relación con que este 

territorio cuenta con una importancia geoestratégica, ya 

que es un punto crucial para el desarrollo y la expan-

sión de las economías ilícitas y de los grupos armados. 

La región es un corredor fundamental para llegar a Cali 

(la tercera ciudad más grande del país) y permite el ac-

ceso a la región Pacífica, posibilitando la entrada y salida 

ilícita de drogas y armas. Integrándose así toda la ca-

dena productiva del narcotráfico: cultivos de uso ilícito, 

laboratorios para el procesamiento de la coca y su trans-

formación en cocaína, y rutas para su tráfico, además 

del de la marihuana, un producto que se ha valorizado 

fuertemente en los últimos años, por el incremento de la 
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Mapa 1
Subregión del norte del Cauca (Cauca)
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demanda, y por el cual hay diferentes intereses y dispu-

tas para su comercialización y control.

2.1.1 Estructura socioeconómica

En el norte del Cauca es importante mencionar que es-

tructuras económicas legales e ilegales han sido partí-

cipes de muchas de las acciones violentas y de los pro-

cesos de despojo de las comunidades en los diferentes 

municipios. Entre 1990 y 2010 la región fue impactada 

económicamente por varias situaciones, a saber: 1) la 

expansión del cultivo de caña de azúcar; 2) el desarrollo 

de la industria apoyada por el Estado a partir de la ley 

Páez4; 3) el resurgimiento de la minería ilegal; y 4) el gran 

crecimiento en el cultivo de coca y, posteriormente, de 

marihuana (Guzmán y Rodríguez, 2014). 

De acuerdo con la Cámara de Comercio del Cauca 

(2019), gran parte del sector económico del depar-

tamento gira alrededor de la producción agrícola y la 

ganadería, haciendo que los sectores más representati-

vos de la economía de la región sean la industria y la 

agroindustria, representada en el cultivo de la caña de 

azúcar y, en menor medida, el comercio y la agricultura 

(Martínez, 2018). El cultivo de la caña, a pesar de haber 

contribuido a un importante crecimiento económico, 

también ha tenido impactos negativos, reflejados en los 

procesos de despojo y en lo que estos contribuyen a la 

inseguridad alimentaria. Por ejemplo, en un documen-

to de la Asociación de Municipios del Norte del Cauca 

(Amunorca), titulado “Agenda regional nortecaucana 

para el desarrollo sostenible 2005-2019”, se muestra 

que, de las áreas aptas para el cultivo de alimentos, en 

Puerto Tejada el 95,8% se usa en la producción de caña 

y el 4,2% restante para alimentos; en Padilla el 90,52% 

en caña de azúcar y 3,45% en yuca, plátano y maíz; en 

Villa Rica el 58% en caña; y en Corinto 73,5% en caña 

y 26,5% en cultivos de uso ilícito. Lo anterior refleja el 

paso de una región con una tradición económica cam-

4 A mediados de la década de los noventa, el gobierno del 
presidente Ernesto Samper Pizano (1994-1998) promulgó 
ley 218 del 17 de noviembre de 1995, conocida como la ley 
Páez, como mecanismo de reactivación económica regional 
después de la devastación causada por el desbordamiento del 
río Páez el 6 de junio de 1994.

pesina y de pan coger a una región con una estructura 

productiva basada en relaciones salariales y capitalistas 

con orientación exportadora bajo la producción agroin-

dustrial de azúcar y, más tarde, de etanol. 

Por otro lado, los cultivos de uso ilícito se han ido arrai-

gando intensamente en la región: la zona rural entre 

Corinto, Miranda y Toribío es considerada “el triángulo 

de oro” de la marihuana (Semana, 2018), y actualmente 

está siendo disputada por las disidencias de las Farc-EP 

y por otras organizaciones asentadas en esta zona. Para 

Unodc (2017), la producción de marihuana se localiza 

en treinta y seis de los cuarenta y dos municipios del de-

partamento, entre los que se destacan Toribío, Corinto, 

Caloto y Miranda, en los que se observa la presencia de 

invernaderos para la producción de marihuana, al igual 

que en algunas zonas planas en Santander de Quilichao 

y en sectores montañosos de Jambaló, Buenos Aires y 

Suárez. 

En cuanto a la minería del oro, en la región es posible 

encontrar un importante desarrollo de esta actividad. 

Desde el desarrollo de la minería asociada a la hacien-

da, pasando por la que realizan poblaciones afrodescen-

dientes como forma tradicional de subsistencia, actual-

mente nos encontramos frente a un gran conflicto: el 

uso que le dan actores armados a la minería como fuen-

te de financiación de conflictos. El auge de los precios 

del oro ha ocasionado el aumento en la minería legal e 

ilegal en un contexto con presencia de grupos armados 

al margen de la ley.

La minería legal e ilegal, sumada a las disputas territoria-

les relacionadas con proyectos macro y la explotación de 

recursos naturales, son factores que posibilitan el rearme 

y fortalecimiento de estructuras criminales. Además, las 

actividades económicas de las dos subregiones norte-

caucanas (zona plana y alta), que oscilan entre la caña 

de azúcar y la minería, dos actividades predominantes 

en la historia de la región, han traído como consecuencia  

múltiples acciones violentas en contra de la comunidad.

2.1.2 Dinámicas del posconflicto

Es importante señalar que la firma del Acuerdo de paz 

entre el gobierno nacional y las Farc-EP en noviembre 
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de 2016 no significó el cese de las conflictividades y las 

violencias generadas en el territorio, ya que organizacio-

nes indígenas, campesinas y afrodescendientes denun-

cian que desde la firma del Acuerdo se intensificaron las 

agresiones y violaciones a los derechos humanos (Paci-

fista, 2020). De acuerdo con el informe “Situación de 

los derechos humanos en el departamento de Cauca. 

Informe ejecutivo”, de la Defensoría del Pueblo (2018), 

en algunos de sus territorios emergieron disidencias de 

las Farc-EP. El ELN también ha buscado ampliar su in-

fluencia copando los territorios dejados por la exguerri-

lla, para lograr así conectar sus frentes de la costa Pa-

cífica y aumentar su presencia en el Cauca. Del mismo 

modo, grupos armados posdesmovilización paramilitar, 

como las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC), 

entre otras organizaciones criminales, ejercen una fuerte 

presión en los municipios, con un accionar centrado asi-

mismo en desarticular los procesos sociales5. 

En el contexto de la firma del Acuerdo de paz, el norte 

del Cauca es una región de especial importancia, ya que 

aquí se está implementando uno de los dieciséis Planes 

de desarrollo con enfoque territorial (PDET) de Norte del 

Cauca y Alto Patía6. Recordemos que los Programas de 

desarrollo con enfoque territorial se diseñaron y elabo-

raron con mecanismos de construcción participativa, 

buscando la solución de los problemas más apremiantes 

de las comunidades agrarias, con la intención de cerrar 

las brechas urbano-rurales y aportar al desarrollo territo-

rial. Aquí es importante mencionar que desde la llegada 

5 Este tipo de estrategias violentas para establecer las formas 
de gobernanza criminal en estas regiones se verán más espe-
cíficamente en el segundo documento, sobre las formas de 
orden social local en estas tres regiones –antes y después del 
Acuerdo de paz– y su impacto en la violencia política y social 
observada en el posacuerdo.

6 La zona PDET Norte del Cauca y Alto Patía comprende los 
siguientes municipios: Florida y Pradera, en el departamento 
del Valle del Cauca; Argelia, Balboa, Buenos Aires, Cajibío, 
Caldono, Caloto, Corinto, El Tambo, Jambaló, Mercaderes, 
Miranda, Morales, Patía, Piendamó, Santander de Quilichao, 
Suárez y Toribío, en el Cauca; y Cumbitara, El Rosario, Lei-
va, Los Andes y Policarpa, en el departamento de Nariño. 
Los veinticuatro municipios están ubicados a lo largo de tres 
cuencas hidrográficas: Patía, Cauca y San Juan de Micay, y 
albergan tres Parques Nacionales Naturales: Nevado del Huila, 
Las Hermosas y Munchique. 

del presidente Iván Duque al poder, varios programas 

y proyectos relacionados con el Acuerdo de paz, tales 

como los Programas de desarrollo con enfoque territo-

rial o los procesos de sustitución de cultivos ilícitos, han 

comenzado a ser desfinanciados7, lo que demuestra la 

poca voluntad política de su gobierno para cumplir con 

el Acuerdo de paz (El Espectador, 2019). Si bien en lo 

que respecta a los Programas de desarrollo con enfoque 

territorial se han firmado los Planes de acción para la 

transformación regional, sigue la interrogante acerca de 

cuántas iniciativas se desarrollarán este año y cuántos 

recursos se destinarán a su ejecución, lo cual todavía no 

es claro. 

Por otro lado, la sustitución de cultivos en el territorio no 

se está cumpliendo, ya que aun cuando campesinos de 

municipios como El Tambo fueron de los primeros en fir-

mar un acuerdo colectivo para la sustitución voluntaria, 

a otros catorce municipios afectados se les dijo que no 

podrán entrar al programa (Pares, 2018), y a quienes lo-

graron firmar el acuerdo colectivo se les han incumplido 

los tiempos de los pagos, además de haberse hecho la 

erradicación sin haber llegado a la sustitución (Pacifista, 

2019). 

En el informe “Colombia: monitoreo de territorios 

afectados por cultivos ilícitos 2018” (Unodc, 2019) 

se evidencia una serie de incumplimientos por parte 

del actual gobierno. Cuando se hizo el informe, ha-

bía 99.097 familias vinculadas al programa y se habían 

erradicado voluntariamente 29.043 hectáreas de coca. 

Las familias inscritas no habían recibido la totalidad de 

los pagos acordados y al menos cuarenta mil no ha-

bían recibido ni uno solo. La Unodc destaca asimismo 

la baja tasa de resiembra de cultivos de uso ilícito en 

las zonas donde se han implementado los programas 

de sustitución, 0,6%, mientras que en zonas donde se 

adelantan programas de erradicación forzada la tasa 

7 Durante el gobierno del presidente Duque, las principales 
entidades que trabajan en los territorios Programas de desa-
rrollo con enfoque territorial han tenido recortes presupues-
tales. “Según el proyecto de presupuesto 2020, la Agencia 
Nacional de Tierras sufriría una reducción del 19 por ciento, la 
Agencia para el Desarrollo Rural del 13, la Agencia de Reno-
vación Territorial del 10 y la Agencia para la Reincorporación 
y Normalización del 7” (Semana, 2019).
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de resiembra es de 35%. No obstante, a pesar de la 

evidencia, el gobierno sigue promoviendo la estrategia 

de la erradicación forzada. 

De igual forma, en los espacios antes denominados Zo-

nas veredales transitorias de normalización del Cauca, 

llamados ahora Espacios territoriales de capacitación y 

reincorporación (ETCR), ubicados en Buenos Aires (El Ce-

dral), Caldono (Los Monos), Miranda (Monterredondo) y 

Patía (El Estrecho), los excombatientes no han contado 

con recursos suficientes para sus capacitaciones. Ade-

más de esto, se encuentran en una constante situación 

de peligro ante los asesinatos, que hasta junio de 2019 

alcanzaban a ciento cincuenta y tres, y la iniciativa del 

gobierno de reubicar algunos Espacios territoriales de 

capacitación y reincorporación, incluyendo dos del Cau-

ca, ha aumentado la sensación de inseguridad e incum-

plimiento (El Espectador, 2019a). 

2.1.3 Violencia en contra de líderes

En los últimos años la violencia en el norte del Cauca se 

ha transformado como resultado de la firma del Acuerdo 

de paz. Como bien lo señalan varios líderes de la región, 

la guerra y la violencia se han mantenido e, incluso, se 

exacerbaron y agudizaron las amenazas y los asesinatos 

a las y los líderes sociales (véase el mapa 2).

En las entrevistas que hicimos como parte de nuestro 

trabajo de campo antes de la pandemia, algunos de los 

entrevistados afirmaron que el asesinato de los líderes 

sociales en la región se relaciona con la persecución a 

cualquier iniciativa que tenga que ver con la defensa de 

los derechos. En este sentido, durante la investigación 

encontramos que en los últimos años en el norte del 

Cauca ha habido un aumento sistemático no solo de 

confrontaciones armadas, sino también de acciones vio-

lentas. Por tanto, para entender las dinámicas actuales 

del conflicto armado en la región y el recrudecimiento 

de la violencia en contra de líderes y lideresas sociales, 

existen cuatro aspectos que se deben tener en cuenta: 

primero, el aumento de las disputas territoriales y los 

asesinatos selectivos, sobre todo en corredores estraté-

gicos como el del río Naya, donde circula la economía 

ilegal asociada principalmente al narcotráfico y la mine-

ría8. El Naya es un punto estratégico para el desarrollo de 

rentas ilegales, y allí los grupos criminales se encuentran 

en disputas internas y externas por el control del área, el 

manejo de los precios de materias primas e insumos y el 

monopolio de eslabones del procesamiento y obtención 

de alcaloides (Red de Derechos Humanos del Surocci-

dente de Colombia, 2020).

Segundo, la reconfiguración de grupos armados ilegales 

a partir del fortalecimiento de las disidencias de las Farc-

EP y otros actores, reconfiguración mediante la cual ha 

aumentado la transnacionalización del narcotráfico, que 

impacta con fuerza el norte del Cauca (Verdad Abierta, 

2018). De acuerdo con un informe de la Red de Dere-

chos Humanos del Suroccidente Colombiano (2020), en 

el departamento del Cauca y el norte del mismo ha sido 

constante la presencia y expansión de actores armados 

como, por ejemplo, el ELN (frente de guerra Surocciden-

tal: frente José María Becerra, compañía Lucho Quinte-

ro; frente Manuel Vásquez Castaño, compañía Camilo 

Cienfuegos; compañía Milton Hernández Ortiz), el Ejér-

cito Popular de Liberación (EPL) (los Pelusos); y parami-

litares: Clan del Golfo, Águilas Negras. Asimismo, de 

otros grupos, denominados por parte de la instituciona-

lidad como grupos armados organizados residuales y co-

nocidos como disidencias de las Farc-EP: Jaime Martínez, 

Carlos Patiño, Dagoberto Ramos, Segunda Marquetalia 

y Jacobo Arenas. Estos últimos, surgidos y fortalecidos 

ante el incumplimiento progresivo del Acuerdo de paz 

y la incapacidad estatal para actuar permanentemente 

en territorios abandonados tras la dejación de armas de 

la guerrilla.

Tercero, se debe comprender la correlación entre los ac-

tos violentos en contra de líderes sociales y la implemen-

tación del Acuerdo de paz. Muchos de los líderes asesi-

nados, incluso en el marco de la pandemia, pertenecen a 

8 La ruta del Naya incluye diez municipios: cuatro que comuni-
can el centro con el norte y la costa Pacífica colombiana: Caji-
bío, Morales, Suárez y Buenos Aires, en los cuales se presenta 
una alta permanencia de cultivos, especialmente el cultivo de 
la hoja de coca; cinco del nororiente del Cauca: Miranda, Co-
rinto, Toribío, Jambaló y Caloto, territorios que cuentan con la 
presencia cultivos de marihuana; y uno de la costa: López de 
Micay, atravesado por el río Naya y que conduce directamen-
te al océano Pacífico.
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Mapa 2
Asesinatos a líderes y lideresas sociales, 2017 y 2018 -       
Consejos Comunitarios y resguardos indígenas 2016 en el norte del Cauca 

Fuente: Heinrich Böll Stiftung, Indepaz, 2018.
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procesos u organizaciones que están defendiendo o ha-

cen parte de la implementación del Acuerdo, de la susti-

tución voluntaria de cultivos de uso ilícito, del Programa 

nacional integral de sustitución de cultivos de uso ilícito 

o de los Programas de desarrollo con enfoque territorial. 

Aquí es importante mencionar que según Coljuristas 

(2018) el asesinato selectivo de líderes sociales en los 

departamentos de Cauca, Valle y Nariño tiene una co-

rrelación con la implementación de los Programas de 

desarrollo con enfoque territorial. El informe indica que 

47,18% de los municipios donde han ocurrido dichos 

asesinatos han sido priorizados como Programas de 

desarrollo con enfoque territorial; además, encuentra 

que 56,15% del total de asesinatos desde la firma del 

Acuerdo de paz han ocurrido en municipios priorizados 

para la implementación de dichos Programas. En el nor-

te del Cauca cada año aumenta esta relación: “en 2016 

el 30,76% de los homicidios se cometieron en munici-

pios Programas de desarrollo con enfoque territorial, en 

2017 fueron el 50,02% de los homicidios y en 2018 el 

66% de los homicidios ocurrieron en estos municipios” 

(Coljuristas, 2018: 70). Cabe señalar que la zona con 

Programas de desarrollo con enfoque territorial del norte 

del Cauca comprende los siguientes municipios: Buenos 

Aires, Caloto, Corinto, Jambaló, Miranda, Santander de 

Quilichao, Suárez y Toribío (Agencia de Renovación del 

Territorio, s. f.). Por tanto, en municipios nortecaucanos 

como Caloto, Corinto, Suárez y Toribío es en donde más 

asesinatos se cometen.

Finalmente, encontramos que las lógicas de seguridad 

que se están reinstaurando en el norte del Cauca, como, 

por ejemplo, proyectarla como zona futura o zona es-

tratégica de intervención integral o especial, aumentan 

nuevamente la violencia. En este contexto de transición 

inestable, en el que se encuentran muchas zonas del 

país, en el actual gobierno ha ganado fuerza la idea de 

la estabilización, entendida como un conjunto de me-

didas y planes que se proponen restaurar la seguridad 

y sentar las bases para la reconstrucción económica. 

Pero como bien lo señalan varios líderes de la región, las 

políticas de estabilización no han sido la solución para 

enfrentar la dinámica de reconfiguración del conflicto 

armado. Buena parte del pie de fuerza que se ha llevado 

a la región se ha asentado en corredores estratégicos por 

donde transita el narcotráfico, en donde a pesar de esa 

creciente presencia militar no ha habido cambios. 

Desde que empezó la cuarentena nacional por la co-

vid-19, la tercera semana de marzo, y hasta junio de 

2020, la violencia en el Cauca deja un saldo de más de 

veinte personas asesinadas y cinco masacres cometidas 

(Las2Orillas, 2020). Los grupos armados ilegales están 

aprovechando esta emergencia sanitaria para posicionar-

se y buscar un grado de legitimidad a partir de controles 

de movilidad de la población, como una estrategia de 

control social y territorial en varios municipios caucanos. 

Desde 2018 en el departamento se viene incrementando 

la guerra, así como la reorganización y disputa de grupos 

armados por los distintos municipios. Por lo tanto, la ac-

tual crisis que vive Colombia por la covid-19 y las medi-

das de aislamiento, “han generado un incremento en la 

vulnerabilidad de las comunidades, un fortalecimiento de 

los grupos armados y una mayor degradación en los mé-

todos empleados por estos últimos” (Las2Orillas, 2020).

2.2 EL BAJO CAUCA ANTIOQUEÑO

El bajo Cauca es una subregión situada en el nororiente 

del departamento de Antioquia, en las estribaciones de la 

cordillera Central antioqueña (véase el mapa 3). Sus seis 

municipios –Cáceres, Caucasia, El Bagre, Nechí, Tarazá 

y Zaragoza– ocupan una extensión de 8.485 km² y de 

acuerdo con datos de 2017 tienen una población apro-

ximada de 311.881 habitantes (IPC, s. f.). La subregión 

cuenta con cuarenta y siete comunidades indígenas y se-

senta y tres comunidades afrodescendientes, distribuidas 

en las áreas urbanas y rurales de sus municipios; asimis-

mo con ocho Consejos Comunitarios y cuatro resguardos 

indígenas con territorios titulados (García, 2018). 

Esta subregión se caracteriza por su posición geoestra-

tégica: 

El bajo Cauca es una región estratégica por sus conexio-

nes geográficas. La atraviesan el río Cauca y la carretera 

troncal nacional 25, que une a Medellín con Montería 

y el Caribe. Al occidente tiene el nudo del Paramillo, 

lleno de coca, que conecta con Urabá y Chocó, en dos 

corredores que conducen tanto al mar Caribe como al 

océano Pacífico (Semana, 2019a). 
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Mapa 3
Subregión del bajo Cauca (Antioquia)
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Esta característica es crucial para entender los fenóme-

nos sociales, políticos y económicos que se presentan 

allí. 

Los inicios del poblamiento de esta zona se deben a la 

explotación minera, ya que la subregión está atravesa-

da por los ríos Cauca y Nechí. Los migrantes llegaban a 

trabajar en la minería ilegal, aun cuando el territorio ya 

estaba siendo explotado por compañías multinacionales 

que se dedicaban a la explotación minera, a lo que se su-

man grandes haciendas dedicadas a la ganadería a gran 

escala. En cuanto al Estado, había delegado el control 

del territorio a los administradores de unas y los propie-

tarios de las otras (Fundación Ideas para la Paz, 2011). 

De esta manera, los procesos de poblamiento se dieron 

por invasiones a estas propiedades privadas y a las zonas 

aledañas a los ríos, y mediante el voz a voz se difundió la 

narrativa de la explotación del oro y la plata hacia zonas 

cercanas. Lo cual llevó al aumento de la población mi-

grante durante el siglo veinte, específicamente a finales 

de los años treinta, sobre todo proveniente de la costa 

Caribe, la costa Pacífica y otras zonas de Antioquia (Gar-

cía, 2018: 55).

Este proceso de poblamiento llevó a que el ordenamien-

to territorial de las comunidades allí asentadas carecie-

ra de buena infraestructura y servicios públicos. Solo a 

partir de los años setenta y ochenta, el Estado empezó 

a prestarle atención a la zona, debido al aumento del 

precio del oro. Fue entonces cuando comenzaron a valo-

rarse los recursos auríferos presentes en la subregión, así 

como su importancia geográfica para la construcción de 

rutas de conexión vinculadas al proyecto de moderniza-

ción del país (Fundación Ideas para la Paz, 2011; García, 

2018).

Los grupos armados tienen una larga historia en la 

subregión y han sido uno de los actores clave para la 

configuración de las formas de vida en estos municipios. 

Su presencia en el bajo Cauca data de los años sesenta, 

siendo el ELN el primer grupo armado contemporáneo, 

con el frente Camilo Torres, en hacer presencia en la 

zona, desde finales de esa década. Al igual que mineros 

y ganaderos, los grupos armados buscan el control de la 

zona debido a su posición geoestratégica. Inicialmente, 

la estrategia de control territorial del ELN buscaba inte-

grar a las comunidades: “(…) para ello promovieron la 

discusión comunitaria y la aplicación de un reglamento 

de uso racional de las minas, de distribución de la tierra y 

de control y manejo del ambiente (…)” (Fundación Ideas 

para la Paz, 2011). Más adelante, en 1967 el EPL hizo 

presencia en la zona con el frente Francisco Garnica, y 

hacia los años ochenta entraron las Farc con los frentes 

5, 18 y 36, tomando el control del territorio que había 

dejado el ELN, que no había desaparecido totalmente, 

pero sí estaba debilitado y con menos presencia en la 

zona (Observatorio del Programa Presidencial de Dere-

chos Humanos y DIH, 2006). 

A raíz de la gran presencia de las guerrillas en la subre-

gión, a partir de la década de los ochenta se configu-

ró una guerra interna por el control del territorio y sus 

recursos y, sobre todo, una lucha constante entre las 

guerrillas y las empresas privadas y hacendados, que 

recurrían a grupos parapoliciales y paramilitares para 

proteger la actividad minera y ganadera, ya que para 

la época se iniciaron ataques en contra de la población 

civil y empresas como Mineros de Antioquia. En el mis-

mo periodo de los ochenta se observa la incursión de 

grupos paramilitares como Muerte a Revolucionarios 

del Nordeste (MRN) comandados por los hermanos Cas-

taño, grupos que hacia finales de los años noventa se 

transforman en las Autodefensas Unidas de Colombia. 

En 2000 fueron creados el bloque Mineros y el bloque 

Central Bolívar, y ambos empezaron a ejercer control 

en toda la subregión, fortaleciéndose de este modo la 

presencia de los paramilitares (Fundación Ideas para la 

Paz, 2011).

Durante el primer gobierno del presidente Álvaro Uribe 

Vélez (2002-2006) se iniciaron los procesos de desmovi-

lización de estos grupos paramilitares; sin embargo, sus 

disidencias y nuevos actores criminales se unieron para 

formar las bandas criminales que siguen disputándose 

el control del territorio. Para contrarrestar el fenómeno 

de las Bacrim, desde septiembre de 2009 el gobierno 

nacional creó el Comando operativo especial del bajo 

Cauca, una articulación entre la Policía Nacional, el 

Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía Gene-

ral de la Nación (CTI), el Departamento Administrativo 

de Seguridad (DAS) y el Ejército (Fundación Ideas para 

la Paz, 2011).
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2.2.1 Estructura socioeconómica

Según la Encuesta de calidad de vida para Antioquia de 

2013 (Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia. 

2019), la subregión del bajo Cauca antioqueño presenta 

el índice de calidad de vida (ICV) más bajo de todo el 

departamento, con 47,8 puntos, y 49,4% de sus ho-

gares están en condición de pobreza. De acuerdo con 

las condiciones socioeconómicas que presenta el bajo 

Cauca y dada su posición geoestratégica, desde hace 

unas décadas allí se presentan una serie de dinámicas 

que giran en torno a las economías legales, ilegales y a 

la informalidad. 

La Fundación Ideas para la Paz (2011) señala cuatro 

grandes esferas desde donde se mueve la economía en 

el bajo Cauca: 1) la producción de cocaína; 2) la minería 

legal e ilegal; 3) la agricultura y la ganadería; y 4) la te-

nencia de la tierra. Las plantaciones de coca son uno de 

los mayores problemas en la subregión, a pesar de que 

el Estado ha venido incrementando la erradicación ma-

nual, la fumigación y programas de sustitución por parte 

del campesinado de cultivos de coca a plantaciones de 

cacao. Sin embargo, debido a la falta de oportunidades 

de comercialización, de acceso a vías y la mayor renta-

bilidad de los cultivos de uso ilícito, los campesinos pre-

fieren seguir con las plantaciones de coca, trabajando 

como raspachines, en cristalizaderos o como transporta-

dores, entre otras actividades. 

La ubicación geoestratégica del bajo Cauca hace de la 

región un nodo importante para el negocio del narco-

tráfico, ya que permite la conexión con el norte, el sur y 

el centro del país. No solo es una región con cultivos y 

producción de cocaína: su conexión con los santanderes 

lo vuelve un punto importante para transportar droga 

hacia Venezuela; además, su cercanía con el Caribe co-

lombiano le brinda una salida al mar. Finalmente, la pre-

caria presencia estatal permitió la construcción de pistas 

de vuelo. La centralidad de la región en el negocio del 

narcotráfico ha incentivado a los grupos armados a in-

tentar ejercer el control sobre la zona y, de esta manera, 

ha llevado a constantes enfrentamientos por el control 

del territorio (Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo, 2012). 

La subregión se caracteriza por una larga tradición mi-

nera y ganadera: “De la superficie total del bajo Cauca, 

el 49% (415.719 hectáreas) están cultivadas en pas-

tos para el levante y ceba de ganado bovino, lo que 

demuestra la dimensión que la ganadería tiene en la 

región” (Programa de las Naciones Unidas para el De-

sarrollo, 2012: 21). Antioquia es el departamento con 

mayor producción minera de Colombia, al representar 

43,8% de la producción nacional de oro. El bajo Cauca 

es la subregión en donde mayor producción minera se 

presenta: así, el municipio de El Bagre produce 50% 

del oro de la región, seguido por Zaragoza con 20%. 

Además, la subregión produce 65% de la plata en el 

país (Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia, 

2019). Mineros S. A. ha sido históricamente la empresa 

privada que tiene el control monopólico de la extrac-

ción del oro y otros recursos naturales. Sin embargo, 

la explotación minera la realizan también de manera 

artesanal los pobladores y las comunidades ribereñas, 

y la minería ilegal constituye gran parte de la actividad 

económica de este territorio: “existen unas 1.200 uni-

dades de explotación minera de carácter informal, de 

las que dependen unas 45 mil personas, bien por em-

pleos directos o bien por vinculación indirecta” (Verdad 

Abierta, 2015). 

Los grupos armados de la zona vieron en la minería ile-

gal otra fuente de ingresos y para ello han recurrido al 

desplazamiento forzado, la subordinación y las amena-

zas constantes a la población civil, además de utilizar 

métodos como bombas para la explotación de la tierra y 

causar daños constantes al medioambiente en sus acti-

vidades extractivas. 

En cuanto a la agricultura, los cultivos de arroz y cereales 

son preponderantes, y “los cultivos de largo rendimien-

to, tales como el cacao y el caucho, han empezado a 

adquirir importancia “debido a los programas de sustitu-

ción de cultivos y a los proyectos productivos de los des-

movilizados”” (Fundación Ideas para la Paz, 2011: 14)

La tenencia de la tierra en la subregión ha generado una 

serie de problemáticas, tanto para pequeños como para 

grandes campesinos y productores, debido a que gran 

parte de las tierras se encuentra concentrada en algu-

nas pocas familias y a que la mayor parte de los pre-
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dios no cuentan con la respectiva titulación, lo cual ha 

desencadenado la ocupación transitoria de tierras para 

la siembra: “El primer escollo es que el 53% de los pre-

dios carecen de matrícula inmobiliaria y ellos equivalen 

al 30% de los predios en el área rural (…)” (Fundación 

Ideas para la Paz, 2011: 15).

2.2.2 Dinámicas del posconflicto

Los seis municipios del bajo Cauca antioqueño forman 

parte de los Programas de desarrollo con enfoque terri-

torial. Con el PDET allí se busca atender las principales 

necesidades de las comunidades, y en él participan el 

gobierno nacional, numerosas empresas privadas y or-

ganizaciones nacionales e internacionales. En 2018 se 

creó en Medellín, la capital del departamento, el Plan de 

acción para la transformación regional (PATR), con el cual 

se busca integrar la participación de las comunidades ve-

redales, cuyas principales solicitudes son la creación de 

vías, además del mejoramiento de las condiciones de las 

viviendas y los acueductos. 

Uno de los avances logrados a partir de la firma del Plan 

de acción para la transformación regional es que estos 

seis municipios acogieron el Programa de desarrollo con 

enfoque territorial dentro de sus planes de desarrollo. 

Para la subregión se destinaron 5,15 billones de pesos, 

para mejorar la calidad de vida de los habitantes. Una de 

las preocupaciones en el bajo Cauca con relación a los Pla-

nes de desarrollo es el posible regreso de las fumigaciones 

a la hoja de coca para uso ilícito (Verdad Abierta, 2019). 

Desde las actividades coordinadas por la Agencia de Re-

novación del Territorio (ART) se han estimado trescien-

tos dieciséis proyectos para el mejoramiento de vías y 

educación. Además, desde lo departamental se han he-

cho esfuerzos de cooperación internacional y empresas 

públicas como EPM (Empresas Públicas de Medellín), y 

privadas como Mineros S. A., Corona y Argos, se han 

comprometido a participar en el mejoramiento de la re-

gión por medio de mecanismos como obras por impues-

tos u obras PDET (Agencia de Renovación del Territorio, 

2020). Sin embargo, a pesar de la firma del Acuerdo de 

paz, en el bajo Cauca se observa el recrudecimiento de 

la violencia, por las disputas territoriales entre los grupos 

armados organizados y las Bacrim.

2.2.3 Violencia en contra de líderes

Según el Registro Único de Víctimas “el 22,0% de la 

población del Bajo Cauca, o sea 68.726 personas, se en-

cuentran registradas como víctimas del conflicto armado 

en el Registro Único de Víctimas – RUV – de la UARIV a 

abril de 2017” (IPC, s. f.). Múltiples informes de pren-

sa9 han mostrado que luego de la firma del Acuerdo de 

9 El Tiempo. 2019. “La odisea de hacer política en medio del 
fuego cruzado en Antioquia”. Disponible en https://www.
eltiempo.com/colombia/medellin/riesgo-en-el-bajo-cauca-an-
tioqueno-para-candidatos-410822

El Tiempo. 2019a. “Los últimos días de vida de la candi-
data Karina García Sierra”. Disponible en https://www.
eltiempo.com/elecciones-colombia-2019/otras-ciudades/
ultimos-dias-de-vida-de-la-candidata-karina-garcia-sie-
rra-409916

El Tiempo. 2018. “Asesinan a líder social y a una mujer en Ta-
razá, Antioquia”. Disponible en https://www.eltiempo.com/
colombia/medellin/asesinan-dos-personas-una-de-ellas-li-
der-social-en-taraza-antioquia-309596

El Espectador. 2019. “Un nuevo líder social asesinado en Ta-
razá, en el bajo Cauca antioqueño”. Disponible en https://
www.elespectador.com/noticias/judicial/un-nuevo-lider-so-
cial-asesinado-en-taraza-en-el-bajo-cauca-antioqueno-arti-
culo-894772

El Espectador. 2020. “Los hechos que rodean la desapari-
ción de un líder comunal en el bajo Cauca”. Disponible en 
https://www.elespectador.com/colombia2020/territorio/
los-hechos-que-rodean-la-desaparicion-de-un-lider-comu-
nal-en-el-bajo-cauca-articulo-918463

El Tiempo. 2020. “Ola de homicidios recrudecen la violencia 
en el bajo Cauca antioqueño”. Disponible en https://www.
eltiempo.com/colombia/medellin/ola-de-homicidios-recrude-
cen-la-violencia-en-el-bajo-cauca-antioqueno-453106

InSight Crime. 2020. “Radiografía de la violencia contra líde-
res sociales en Colombia”. Disponible en https://es.insight-
crime.org/noticias/analisis/violencia-lideres-sociales-colombia/

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). 
2012. Regiones en conflicto: comprender para transformar. 
Bajo Cauca, Huila, Meta, Montes de María y Nariño. Colec-
ción Cuadernos INDH 2011.PNUD. Bogotá.

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). 
2015. Antioquia: retos y prioridades del departamento 2016-
2019. PNUD. s. l.

Agencia de Renovación del Territorio (ART). 2020. “Antioquia 
se prepara para construir hoja de ruta para la implementación 
de los PDET”. Disponible en https://www.renovacionterritorio.
gov.co/Publicaciones/antioquia_se_prepara_para_construir_
hoja_de_ruta_para_la_implementacin_de_los_pdet 
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paz las condiciones para la población de la subregión 

antioqueña no mejoraron. Las Bacrim y los GAO siguen 

haciendo presencia en todo el territorio y se disputan su 

control, así como las zonas de plantación de la hoja de 

coca y la producción de cocaína. La presencia de los lla-

mados grupos armados organizados y de las disidencias 

de las Farc, el ELN, así como la guerra entre los Rastrojos, 

los Caparrapos y el Clan del Golfo por el control del te-

rritorio, sigue afectando a la población y es uno de los 

principales determinantes para la configuración de las 

formas de vida de los seis municipios que conforman 

la subregión. A estos actores le sumamos que “algu-

nas bandas delincuenciales del valle de Aburrá, como 

los ‘Triana’, están expandiendo sus acciones criminales 

hacia esa subregión. La intención es clara: mover droga 

hacia el norte y sacarla por Urabá” (El Tiempo, 2019). Es-

tos grupos mantienen pues una guerra por el control del 

territorio, los cultivos ilícitos de coca, la explotación del 

oro y el tráfico de drogas. En medio de estas largas con-

frontaciones queda la comunidad, que se ha visto muy 

afectada tanto por los hechos violentos diarios, como 

por la ausencia del Estado y sus instituciones. 

Muchos casos de líderes comunales y campesinos asesi-

nados tienen relación con el Programa nacional integral 

de sustitución de cultivos de uso ilícito (véase el mapa 4). 

Algunos de los casos más conocidos en el ámbito na-

cional son los de Miguel Pérez, líder cocalero en Tarazá, 

acogido a dicho Programa y militante de la Unión Patrió-

tica (UP); Javier Enrique Tapias, miembro de la Asociación 

de Campesinos del Bajo Cauca (Asocbac) y de la Junta 

de Acción Comunal de la vereda Ocabajo perteneciente 

al municipio de Tarazá; y Walter Enrique Rodríguez, pre-

sidente de la Junta de Acción Comunal de San Miguel, 

Verdad Abierta. 2019. “Las necesidades apremiantes de 
la Antioquia del posconflicto”. Disponible en https://ver-
dadabierta.com/las-necesidades-apremiantes-de-la-antio-
quia-del-posconflicto/

Verdad Abierta. 2017. “¿Qué hay detrás del asesinato de un 
líder cocalero en Tarazá?”. Disponible en https://verdadabier-
ta.com/que-hay-detras-del-asesinato-de-un-lider-cocalero-
en-taraza/

Verdad Abierta. 2019. “En Antioquia, comunidades esperan 
las inversiones del posconflicto”. Disponible en https://verda-
dabierta.com/en-antioquia-comunidades-esperan-las-inver-
siones-del-posconflicto/

también miembro de Asocbac (El Espectador, 2019b). 

Según El Espectador (2020), en 2018 en el bajo Cau-

ca fueron asesinados catorce líderes, ocho de los cuales 

participaban del Programa nacional integral de sustitu-

ción de cultivos de uso ilícito. En 2019, de once líderes 

asesinados, siete pertenecían a ese programa. Los ata-

ques contra líderes sociales no cesaron, incluso durante 

las restricciones impuestas por el coronavirus. John Fredy 

Restrepo, líder social perteneciente a la Asociación de 

Campesinos del Bajo Cauca, desapareció el 29 de abril 

en Tarazá y a la fecha se desconoce su paradero (El Es-

pectador, 2020; Agencia Prensa Rural, 2020). 

Hasta julio de 2020 se habían registrado treinta y nue-

ve asesinatos de líderes sociales en la subregión; cabe 

destacar al respecto que 36% de estos asesinatos están 

relacionados con líderes y miembros de comunidades y 

asociaciones vinculadas al Programa nacional integral de 

sustitución de cultivos de uso ilícito. La violencia contra 

líderes campesinos que se acogieron a ese Programa, 

como los miembros de Asocbac, está muy relacionada 

con dinámicas de extorsión por parte de grupos crimina-

les. Según El Espectador (2020), estos grupos amenazan 

a líderes sociales, exigiendo el pago de 10% del subsidio 

de dos millones de pesos que reciben por ser parte del 

Programa nacional integral de sustitución de cultivos de 

uso ilícito. Los grupos armados organizados les ordenan 

a los líderes comunales recoger estos porcentajes en las 

veredas y asesinan a quienes se rehúsan.

Cabe destacar que además de la fuerte relación entre 

estos asesinatos y el Programa nacional integral de sus-

titución de cultivos de uso ilícito, varios de estos líderes 

son miembros de asociaciones campesinas o indígenas 

y mesas de trabajo comunitarias. Entre estas podemos 

destacar a los miembros de la comunidad indígena Ahe-

ramigua (Asociación de Hermandades Agroecológicos 

y Mineros de Guamocó) y las asociaciones campesinas 

Asocbac y Anzorc (Asociación Nacional de Zonas de Re-

serva Campesina) (Verdad Abierta, 2019). En próximas 

entregas se discutirá en más detalle la relación entre esta 

violencia y las formas de orden político y social que se 

han constituido en los municipios del bajo Cauca. Por 

ahora es importante resaltar que en los municipios de la 

región en donde se observa mayor número de asesina-

tos a líderes sociales, se observa también un alto nivel de 
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Mapa 4
Asesinatos a líderes y lideresas sociales 2017 y 2018 -       
Consejos comunitarios y tierras indígenas 2016 en el bajo Cauca

Fuente: Heinrich Böll Stiftung, Indepaz, 2018.
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riesgo a la integridad de los procesos electorales. Tarazá 

y el El Bagre, por ejemplo, fueron catalogados en 2019 

como unos de los municipios del país con mayor riesgo 

electoral (El Tiempo, 2019a). 

2.3 EL MUNICIPIO DE TUMACO

Tumaco es uno de los sesenta y cuatro municipios que 

componen el departamento de Nariño, departamento 

ubicado al suroccidente de Colombia y que limita al nor-

te con el Cauca, al oriente con Putumayo, al sur con 

Ecuador y al occidente con el océano Pacífico (véase el 

mapa 5). 

Al tener su cabecera municipal sobre dos islas, Tumaco 

y El Morro, es, después de Buenaventura, el segundo 

puerto más importante sobre la costa Pacífica colom-

biana. Su población es de aproximadamente 212.000 

habitantes (Rimisp, 2017), predominando la población 

afrocolombiana (88,8%) e indígena (5,1%), lo que im-

plica formas especiales en su organización territorial. El 

municipio está subdivido en setenta y cuatro barrios, 

dos corregimientos y cinco comunas. En su zona rural 

existe un ordenamiento territorial conformado por die-

ciséis Consejos Comunitarios y quince resguardos indí-

genas. Los dieciséis Consejos Comunitarios tienen un 

área total de 205.382 hectáreas, que albergan 8.102 

familias, y están confederados en la Red de Consejos 

Comunitarios del Pacífico Sur (Recompas). Los quince 

resguardos indígenas, con sus respectivos territorios 

organizados y delimitados, están conformados por dos 

grupos étnicos, awá y eparara, con un total de 1.414 

familias (Rimisp, 2017). La población de la comunidad 

awá está organizada en la Unidad Indígena del Pueblo 

Awá (Unipa) y la de la etnia eparara siapidara en la 

conformación del resguardo San Agustín-La Floresta.

A pesar de ser el segundo puerto de la región Pacífica, 

la situación de pobreza es preocupante: 48,74% de 

quienes habitan en la zona urbana vive con necesidades 

básicas insatisfechas (NBI) y 16,73% en condiciones de 

miseria. El índice de pobreza multidimensional (IPM) es 

de 84,5% para toda la población del municipio, con 

74% en la parte urbana y 9,3%, en la zona rural (Ortiz, 

2018). 

Como en otros lugares del Pacífico, la configuración 

del municipio está ligada a los ciclos extractivos que se 

han dado en la región y a la violencia intensa que surgió 

desde la década de 1990 debido a la presencia de im-

portantes actores como frentes de las Farc y del ELN, el 

paramilitarismo con el bloque Libertadores Sur y, actual-

mente, de estructuras relacionadas con la desmoviliza-

ción paramilitar y de las Farc. En consecuencia, además 

de las profundas situaciones de desigualdad y pobreza, 

Tumaco debe afrontar situaciones de intensa violencia 

relacionadas con las dinámicas del conflicto armado, 

que se expresa diferencialmente en su contexto urbano 

y rural. Actualmente, el municipio tiene una de las tasas 

de homicidios más alta del país, con setenta muertes por 

cada cien mil habitantes (Quintero, 2019).

2.3.1 Estructura socioeconómica

La economía de Tumaco se destaca por tener un uso del 

suelo distribuido de la siguiente manera: 52% es agro-

forestal, 24% forestal, 22,8% de conservación y 1,2% 

en cuerpos de agua. Sus características biodiversas han 

hecho del municipio una zona geoestratégica para el 

desarrollo de distintas actividades económicas tanto le-

gales como ilegales (Rimisp, 2017).

Los principales renglones económicos se concentran en 

actividades agropecuarias, forestales, pesqueras, por-

tuaria-industriales, comerciales y turísticas. La posición 

geoestratégica de Tumaco permite que se den las con-

diciones necesarias para el cultivo de coca, una produc-

ción a gran escala que determina varias de las relaciones 

económicas locales. Actualmente, según la Oficina de 

las Naciones Unidas contra las Drogas y el Delito (Uno-

dc, 2019), este municipio ocupa el primer lugar en la 

producción de hoja de coca, con 23.148 hectáreas sem-

bradas, correspondientes al 16% del total sembrado en 

el país. Esta actividad integra a buena parte de la pobla-

ción, no solo al cultivo, sino a las demás actividades de 

la cadena de transformación de la coca en cocaína y a su 

comercialización: cristalizaderos, transporte e interme-

diación para la comercialización. 

El del cultivo de coca es uno de los tantos ciclos extracti-

vos que permiten comprender la historia de la subregión. 

En ese sentido, el desarrollo del conflicto en este muni-
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Mapa 5
Tumaco (Nariño)
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cipio se remite también a los periodos de las bonanzas 

maderera, palmera y cocalera. La explotación intensiva 

de madera aserrada que tuvo lugar desde mediados 

del siglo veinte hasta 1980, hizo de Tumaco el principal 

centro de exportación de madera, pero propició tam-

bién grandes planicies que a partir de la década de los 

noventa permitieron el surgimiento del monocultivo de 

la palma aceitera africana y el cultivo de coca. Actual-

mente, la explotación de palma sigue siendo una de las 

principales actividades económicas legales del municipio 

y constituye una bonanza agroindustrial cuyos benefi-

cios se distribuyen en otras regiones del país. En cuanto 

a la bonanza cocalera, empezó a finales de la década del 

noventa, a consecuencia de las fumigaciones y operacio-

nes militares en los entonces principales departamentos 

productores: Putumayo y Caquetá. Sin embargo, la rela-

ción de la región con dinámicas asociadas al narcotráfico 

se remonta a la década de los ochenta, con la llegada y 

el establecimiento de haciendas para el entretenimiento 

y lavado de activos por parte de testaferros del llamado 

cartel de Cali. 

Sobre este último punto, la Fundación Ideas para la Paz 

(2014) explica que a partir de 1998 Tumaco se convir-

tió “en el principal lugar del país con mayor actividad 

vinculada al narcotráfico”. De acuerdo con este infor-

me, la consolidación de la presencia del cartel de Cali 

se dio entre 1980 y 1994 por medio de testaferros de 

Jairo Aparicio, José Santacruz Londoño y Elmer Pacho 

Herrera, quienes llegaron para comprar terrenos que uti-

lizarían como centros de acopio de cocaína. Fue también 

durante este periodo cuando se empezó a hablar de y a 

utilizar los corredores estratégicos10 para el transporte de 

insumos químicos, armamentos y cocaína. No obstante, 

fue a finales de los años noventa cuando los cultivos de 

coca llegaron a la región. 

Posteriormente, a finales de la década de los noventa, 

las Autodefensas Unidas de Colombia llegaron al muni-

10 Algunos de estos corredores estratégicos bajan por el río Ro-
sario hasta la carretera principal, la vía Pasto-Tumaco, y de allí 
hacia el bajo Mira y Frontera hacia el mar, a través de puntos 
conocidos como Candelilla la Mar y San Jacinto. Otros corredo-
res vienen desde Roberto Payán y atraviesan el Consejo Comu-
nitario del Alto Mira y Frontera para salir hacia el Ecuador.

cipio a raíz la petición que les hicieran algunos palmicul-

tores, comerciantes, terratenientes e industriales, para 

que les “ayudaran” a contener los crímenes de las Farc: 

secuestros y extorsiones, sobre todo. Petición unida a las 

intenciones de Carlos Castaño de expandir el paramilita-

rismo al sur del país, para obtener así el valor estratégico 

de Tumaco para el tráfico de drogas. Esta situación im-

plicó la llegada del bloque Libertadores del Sur, adscrito 

al bloque Central Bolívar de las AUC, con cuya llegada 

se iniciaron los asesinatos selectivos de líderes sociales 

y políticos, unido a una estrategia de establecer control 

sobre las vías terrestres con salida al mar (Rasmussen y 

Valencia, 2018).

El traslado de los cultivos de coca desde el Putumayo y el 

Caquetá después de las marchas cocaleras de 1996 y del 

inicio del plan Colombia y su estrategia de fumigacio-

nes durante el gobierno del presidente Andrés Pastrana 

(1998-2002), propició paralelamente un ciclo de migra-

ción ligado a la economía de la producción de cocaína, 

que se dirigió en un primer momento a los corregimien-

tos de Llorente y La Guayacana, ubicados cerca a la vía 

Pasto-Tumaco y al oleoducto Trasandino. La migración 

de los cultivos y de población, a la que los habitantes 

de este corregimiento llamaron como “los llegados” o 

los “llegaderos”, tuvo una mayor concentración en Llo-

rente, a tal grado que entre 1997 y 2001 se consolidó 

como el principal centro de venta y compra de base de 

coca en el país. Actualmente, Nariño es el departamento 

que más cultivos concentra, con 41.903 hectáreas en 

2018 (Unodc, 2019), distribuidas entre los municipios de 

Tumaco y El Charco. Esta concentración obedece, según 

el gobierno nacional, a una densificación del cultivo, que 

facilita la intermediación, lo cual agrava la situación de-

bido a los cambios que se han dado en los últimos dos 

años en lo que se refiere a las políticas de sustitución 

(Unodc, 2018).

Los enfrentamientos entre cultivadores y la Policía An-

tinarcóticos han sido muy visibles recientemente, ya 

que desde marzo de 2017 se han venido desarrollando 

procesos de erradicación forzada de los sembrados de 

coca. Los campesinos del departamento, por medio de 

sus organizaciones como la Coordinadora Nacional de 

Cultivadores de Coca, Amapola y Marihuana (Coccam), 

así como con la Asociación de Juntas de Acción Co-



23

VIOLENCIA Y ÓRDENES POLÍTICOS LOCALES EN EL POSACUERDO: LAS DINÁMICAS TERRITORIALES EN EL NORTE DEL CAUCA, EL BAJO CAUCA ANTIOQUEÑO Y TUMACO 

munal de los Ríos Mira, Nulpe y Mataje (Asominuma) 

y la Asociación Porvenir Campesino (Asoporca), se han 

manifestado en contra de la erradicación forzada y las 

fumigaciones con glifosato, que han perjudicado su ca-

lidad de vida y la del suelo. Adicionalmente, los planes 

gubernamentales para la transición hacia otros cultivos 

han fallado y no se les han brindado ni las herramientas 

ni alternativas eficientes para dejar el de coca. La activi-

dad del sembrado de coca ha llevado también a varios 

problemas ambientales, siendo uno de los más eviden-

tes la contaminación de los cinco ríos que atraviesan el 

municipio: Iscuandé, Patía, Rosario, Mejicano y Mira, 

que en los últimos años han presentado altos niveles 

de contaminación, encontrándose en ellos residuos de 

queroseno, ácido sulfúrico, amoníaco, ácido clorhídrico, 

acetona y permanganato de potasio (Rimisp, 2017).

En cuanto a la relación entre conflicto y proyectos agroin-

dustriales, el Observatorio de Procesos y Desarme, Des-

movilización y Reintegración de la Universidad Nacional 

de Colombia, en su informe sobre la caracterización del 

departamento de Nariño (2011) y citando a la oficina 

del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados (Acnur), señala que el carácter económico 

de las plantaciones agroindustriales de la costa Pacífica y 

del piedemonte de la cordillera Occidental, en donde se 

cultivan grandes plantaciones de caucho, palma aceitera 

y coca, ha generado situaciones de conflicto en las co-

munidades que habitan Tumaco. Este municipio, como 

el norte del departamento del Cauca y el bajo Cauca 

antioqueño, expuestos anteriormente, es una región de 

importancia geoestratégica y, por ende, disputada por 

actores armados interesados en el control territorial para 

acceder a rentas legales e ilegales. 

2.3.2 Dinámicas del posconflicto

La Fundación Ideas para la Paz (2014) agrupa los antece-

dentes del conflicto armado en Tumaco en tres momen-

tos: el primero, después de 1999, cuando los cultivos 

de hoja de coca se trasladaron de los departamentos de 

Meta, Caquetá y Putumayo hacia Nariño a consecuencia 

de la puesta en marcha de los planes Colombia y Pa-

triota. El segundo, cuando las autodefensas entraron al 

municipio a partir del año 2000 y empezó una serie de 

confrontaciones entre este grupo armado y la guerrilla 

de las Farc por el control de rutas del narcotráfico. El 

tercero, cuando en 2009 las Farc implantaron el Plan Re-

nacer, con el que buscaban recuperar los espacios domi-

nados por los Rastrojos en la costa Pacífica y las Águilas 

Negras en el norte de Nariño. En su implementación, las 

Farc incrementaron el número de minas antipersonales 

sembradas, además de la presencia de francotiradores y 

los hostigamientos, todo lo cual les permitió salir hasta 

zonas medias de los ríos del departamento. Finalmente, 

podemos plantear que después de la desmovilización de 

las Farc a finales de 2016, la violencia se ha recrudecido 

y nuevamente diversos grupos armados ilegales se dis-

putan el control territorial. 

Aunque es evidente la disminución de los casos de vio-

lencia perpetrados por las Farc, en el municipio aún 

hacen presencia las disidencias de este grupo, prove-

nientes de la columna móvil Daniel Aldana y del frente 

29, que han dado origen a varios grupos como las Gue-

rrillas Unidas del Sur, Resistencia Campesina, Guerrillas 

Unidas del Pacífico y el frente Oliver Sinisterra (Funda-

ción Ideas para la Paz, 2014), además de bandas cri-

minales como los Rastrojos y una serie de estructuras 

criminales que se han reorganizado como los Milicianos 

o los Nichepandas, de las que muchos de sus integran-

tes quedaron por fuera del Acuerdo de paz, volvieron a 

delinquir y a iniciar una guerra por el control territorial, 

para la exportación e importación de la pasta de coca y 

para el control de las zonas de cultivo. Hasta diciembre 

de 2019, el Informe del Cuerpo Élite Policía Nacional 

de homicidios contra líderes sociales y defensores de 

derechos humanos 2016-2019, basándose en datos de 

la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos 

y Asuntos Internacionales (última actualización 14 de 

enero de 2020), registró trece asesinatos de líderes so-

ciales en Tumaco, mientras el informe de Pacifista regis-

tró, desde la firma del Acuerdo de paz en noviembre 

de 2016 hasta noviembre de 2017, cincuenta y siete 

asesinatos de líderes sociales y defensores de derechos 

humanos, solo en este municipio. 

El balance no es alentador, siendo uno de los principa-

les problemas el desconocimiento por parte del Estado 

de los asesinatos ocurridos y los constantes atentados 

y amenazas contra los líderes sociales. Mientras que el 

Estado minimiza los datos, los medios independientes 
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resaltan la sistematicidad de los casos. Así, por ejemplo, 

en diciembre de 2019 la lideresa social Lucy Villarreal 

fue asesinada mientras terminaba un taller para niños, lo 

que muestra la crudeza de los escenarios violentos en el 

municipio, que son constantes (El Heraldo, 2019).

2.3.3 Violencia contra líderes11 

El 29 de agosto de 2016, cuando empezó el cese bi-

lateral del fuego entre el gobierno nacional y las Farc, 

fueron asesinados en Tumaco cinco líderes sociales, en-

tre ellos Alberto y Luciano Pascal, miembros de la orga-

nización Unidad Indígena del Pueblo Awá. Días antes 

también fue asesinado Camilo Roberto Taicus Biscbi-

cus, perteneciente a esta comunidad. Durante agosto 

de 2016, en el resguardo indígena Pianupi Pialarigala, 

ubicado en el corregimiento de Llorente, fueron asesi-

nados tres indígenas awás más. El pueblo awá es, qui-

zás, una de las comunidades indígenas de Tumaco más 

afectadas por las acciones armadas de la fuerza públi-

ca y los grupos ilegales. Entre las acciones se pueden 

señalar violencia, asesinatos y amenazas, detenciones 

irregulares, desapariciones y el asesinato de autorida-

des tradicionales. 

A principios de 2016, en enero, fue asesinado Johan 

Alexis Vargas, integrante del Consejo Comunitario Res-

cate las Varas y de Marcha Patriótica. Sobre los auto-

res de esta muerte tampoco hay información. En mayo 

del mismo año, Franklin Quiñones, miembro también 

del Consejo Comunitario Rescate las Varas y militante 

de Marcha Patriótica, sufrió un atentado, cometido por 

presuntos miembros de las Autodefensas Gaitanistas de 

Colombia. En agosto de 2015, Genaro García, repre-

sentante legal del Consejo Comunitario del Alto Mira y 

Frontera, fue asesinado por las Farc. En un principio, el 

bloque Occidental de este grupo negó haber participado 

en este hecho. Sin embargo, en 2016, en una ceremo-

nia realizada en el Centro de la Memoria en Tumaco, y 

por medio de la Comisión Negociadora de Paz que se 

encontraba en La Habana, reconocieron su responsabi-

lidad sobre el asesinato de este líder y pidieron perdón 

por ello.

11 Véase el mapa 6.

Estos casos de homicidios corroboran los informes que 

describen a Nariño, y a Tumaco, como los lugares donde 

los líderes sociales y los defensores de derechos huma-

nos están más expuestos a amenazas y acciones violen-

tas por parte de grupos armados. Una situación preo-

cupante por la imposibilidad de identificar a los autores 

de estos hechos. Aunque en algunos casos las Farc han 

reconocido sus actos, la continuidad de la violencia se 

relaciona con grupos armados ilegales y disidencias, así 

como con el ELN y las Autodefensas Gaitanistas. 

El recrudecimiento de la violencia y el asesinato de los 

líderes es preocupante porque muestra los límites de la 

implementación del Acuerdo de paz, en especial en el 

punto de participación política, la transición a la vida 

política de las Farc y la posibilidad de garantizar la segu-

ridad a las poblaciones de la región. Los líderes afrodes-

cendientes e indígenas manifiestan haber advertido al 

Estado de estas amenazas y del aumento de la violencia 

que vendría con la desmovilización de las Farc. En el caso 

de la comunidad indígena awá, el Estado tiene mayores 

responsabilidades, pues en auto 004 de 2009, ratificado 

en 2011 en el auto 174, la Corte Constitucional lo obliga 

a su protección. Luego de los hechos ocurridos en 2009, 

[…] tras las masacres de Tortugaña-Telembí en Barba-

coas, 4 de febrero 2009, en donde mataron al menos 

17 indígenas y en el resguardo Gran Rosario (Tumaco) 

el 26 de agosto de ese mismo año. Allí acribillaron a 12 

personas de las cuales 6 eran menores de edad, 

el auto 004 se emitió como una manera para exigir al 

Estado la protección de estas poblaciones. 

De acuerdo con una columna de la geógrafa Tatiana 

Acevedo publicada en el periódico El Espectador (El Es-

pectador, 2018a), “guerrillas, paras y narcos organiza-

dos se han turnado en la misión de acabar con los Con-

sejos Comunitarios y la titulación colectiva de tierras”. 

Las estadísticas revelan que hasta 2017 la mayoría de 

las víctimas, sesenta y nueve, eran líderes comunitarios 

asesinados. Aunque la opinión de Acevedo se basa en 

las víctimas registradas, los miembros de estas comu-

nidades tienen otra lectura, de acuerdo con la cual es-

tablecen asociaciones entre la violencia y los mercados 

ilegales (en particular el narcotráfico), como lo muestra 

el siguiente testimonio tomado del Diario del Sur (2016): 
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Mapa 6
Asesinatos a líderes y lideresas sociales 2017 y 2018 -        
Consejos comunitarios y tierras indígenas 2016 en Tumaco

Fuente: Heinrich Böll Stiftung, Indepaz, 2018.
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[…] Los grupos armados han sido más implacables y 

claro quieren quitarlos del camino porque sus territorios 

son los mismos por donde los narcotraficantes movili-

zan las drogas, los insumos y las disponen para los cul-

tivos de coca. Esa zona es geopolíticamente estratégica 

para los ‘narcos’, porque en el piedemonte cultivan, 

producen la cocaína y por esteros y el mar transportan 

su negocio hacia Centroamérica y los Estados Unidos. 

Territorio del que se han apropiado en gran parte y 

del cual quieren despojar a los awá a punta de plomo 

porque no hay un Estado o una Fuerza Pública que los 

proteja. 
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3

REFLEXIONES FINALES 

En este primer documento de análisis queda claro que la 

presencia de economías ilegales es un factor importante 

asociado a las dinámicas de violencia contra líderes so-

ciales en el norte del departamento del Cauca, el bajo 

Cauca antioqueño y el municipio de Tumaco. Al investi-

gar los casos encontramos que su ubicación y geografía 

ha sido aprovechada por actores armados ilegales para 

controlar territorios y economías legales e ilegales. En 

estas tres zonas la minería de enclave extractivo ilegal, el 

cultivo de coca y actividades relacionadas con el proce-

samiento de cocaína, están estrechamente relacionadas 

con el recrudecimiento de la violencia. Situación que evi-

dencia cómo, en los últimos años, el reacomodamiento 

de actores armados y las luchas por el control territorial 

se relacionan con la articulación transnacional a las ac-

tividades del narcotráfico, y cómo estas subregiones se 

convierten en clusters de economías ilegales, que permi-

ten la conexión de las economías ilegales con las dinámi-

cas transnacionales, donde la conexión entre producción 

e intermediación (y geográficamente zonas montañosas 

y salidas al mar) tienen un rol preponderante para enten-

der dónde se localiza la violencia. 

Es claro asimismo que esta relación entre actividades 

extractivas y conflicto armado nos invita a visibilizar la 

consecución de bienes económicos sin perder de vista 

la problematización política. Para Macartan Humphreys 

(2005), por ejemplo, existen por lo menos seis mecanis-

mos que pueden explicar la relación entre los recursos 

naturales y el comienzo de una guerra de larga duración. 

Estos mecanismos incluyen la debilidad estatal, la viabili-

dad (los recursos naturales podrían financiar guerras ini-

ciadas por otros motivos), las redes (el grado en que esos 

recursos afectan la cotidianidad de las personas y cómo 

esto define la posición de estos ante los conflictos), el 

reclamo (la dependencia de los recursos naturales, de 

hecho, podría estar asociada con quejas en lugar de la 

codicia), y la codicia de algún agente externo (Valencia 

y Silva, 2018). Por ello, es muy importante trascender la 

idea de que solo la presencia de estas actividades explica 

la ocurrencia e intensidad de la violencia. Es necesario 

explorar cómo estos mercados ilegales están regulados 

y de qué manera los actores armados participan de la 

construcción de órdenes sociales locales en estas pe-

riferias rurales. En pocas palabras, es necesario explo-

rar cómo se da la gobernanza criminal en estas zonas 

y cómo esta enfrenta y, en ocasiones, se complementa 

con otras visiones sobre el territorio: la gobernanza co-

munitaria y la estatal. 

Como señalan otros autores (Barnes y Albarracín, 2020), 

la gobernanza criminal tiene, por lo menos, tres dimen-

siones: la gobernanza criminal de comunidades, de mer-

cados ilegales y de grupos criminales. En el primer caso, 

la gobernanza criminal se refiere al establecimiento de 

formas de orden social mediante instituciones informales 

(por ejemplo, normas de comportamiento) y la provisión 

de bienes públicos (seguridad, resolución de conflictos) 

a comunidades enteras por parte de grupos crimina-

les, así estas actividades no tengan relación directa con 

mercados ilegales. La gobernanza de mercados ilegales 

se refiere a generar predictibilidad en mercados que no 

pueden ser regulados abiertamente por la acción esta-

tal mediante la generación de reglas de juego sobre la 

división de rutas, segmentos de mercado, de ganancias, 

formas de seguridad colectiva y resolución de disputas, 

entre otros. Por último, la gobernanza criminal se refiere 

a las formas en que un grupo se organiza internamente 

(Barnes y Albarracín, 2020). 

Estas tres caras de la gobernanza criminal tienen reper-

cusiones sobre la vida de las personas y la violencia social 
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en zonas periféricas, como en las tres regiones estudia-

das. Por ejemplo, la violencia contra líderes sociales pue-

de ocurrir para mantener órdenes sociales autoritarios 

locales (gobernanza criminal de las comunidades) o en 

respuesta a disrupciones en mercados criminales (gober-

nanza de mercados criminales). Es necesario explorar 

cómo ciertas formas de gobernanza criminal involucran 

el uso del asesinato de líderes sociales o el uso de otras 

formas de violencia y cuándo el control es tan hegemó-

nico que no se necesita usar la violencia física. Adicio-

nalmente, debemos explorar también cómo otras élites 

locales están involucradas en la construcción de órde-

nes sociales locales autoritarios, en el uso de la violencia 

contra los movimientos sociales y, de esta manera, se 

benefician políticamente de estas formas de poder local. 

En los próximos documentos de esta serie se explorarán 

estas preguntas en más detalle. 
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Luego de la firma del Acuerdo de 

paz en 2016 entre el gobierno na-

cional y la guerrilla de las Farc se 

esperaba la disminución de los he-

chos violentos generados por los 

actores armados. Sin embargo, el 

panorama actual muestra que en 

muchas zonas del país la violencia 

se recrudeció y siguió vinculada a 

las economías ilegales y a enfren-

tamientos entre grupos armados 

organizados. 

El narcotráfico, la minería ilegal y 

los grupos armados criminales se 

relacionan con la violencia ejerci-

da contra líderes sociales. Sin em-

bargo, reducir las causas de esta 

violencia solo a la búsqueda de 

lucro en mercados ilegales simpli-

fica cómo en regiones periféricas 

maco, el norte del Cauca y el bajo Cauca 

antioqueño. Territorios con características 

muy similares debido a que presentan 

una gran concentración de rentas ilegales 

y a la presencia de grupos armados orga-

nizados: Bacrim, disidencias de las Farc y 

ELN. 

Las conclusiones muestran que la presen-

cia de economías ilegales en esas regio-

nes está estrechamente relacionada con 

el recrudecimiento de la violencia y es un 

factor clave asociado a las dinámicas de 

violencia contra líderes sociales. Asimis-

mo, que la ubicación y la geografía son 

claves para el desarrollo de estas activida-

des. Por último, que es necesario explorar 

cómo están regulados estos mercados 

ilegales y de qué manera los actores ar-

mados participan de la construcción de 

órdenes sociales locales.

dichos grupos participan de la 

construcción y el sostenimiento de 

órdenes sociales y políticos. Ade-

más de regular aspectos de la vida 

social ligados a la producción y el 

tráfico de mercancías ilegales, en 

muchas ocasiones y en conjunto 

con otros actores locales políticos, 

esos grupos se constituyen en au-

toridades que determinan reglas 

de comportamiento e imponen 

sanciones. 

Esta investigación caracteriza y 

analiza cómo se presentan estas 

dinámicas de violencia en el pos 

Acuerdo, dando una mirada mul-

tirregional para entender cómo se 

establecen estos órdenes sociales 

y políticos en tres territorios peri-

féricos-rurales: el municipio de Tu-
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